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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 15 
de mayo de 2008, ha examinado el 
expediente relativo al proyecto de 
decreto por el que se regula el 
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al Desarrollo de Castilla y León, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 24 de marzo de 2008, tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al proyecto de 
decreto por el que se regula el Registro de Agentes de Cooperación al 
Desarrollo de Castilla y León. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 31 de marzo de 
2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 236/2008, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación de éste, tal como dispone 
el artículo 53 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el 
Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 
 

1.- El proyecto. 
 

El proyecto de decreto por el que se regula el Registro de Agentes de 
Cooperación al Desarrollo de Castilla y León, consta de un preámbulo, dieciocho 
artículos distribuidos en cuatro capítulos y tres disposiciones finales. 
 



 

El preámbulo señala que tiene por objeto establecer las bases para el 
funcionamiento práctico del Registro, sin perjuicio de que, en su momento, se 
articulen los procedimientos correspondientes para asegurar la comunicación y 
homologación de datos con el Registro de Organizaciones no Gubernamentales 
de Desarrollo -adscrito a la Agencia Española de Cooperación Internacional-, 
con el de otras Comunidades Autónomas y con otros registros que, con la 
misma o parecida finalidad, se hayan abierto en Castilla y León. 

 
El capítulo I, con la rúbrica de “Disposiciones Generales”, contiene cinco 

artículos según el siguiente sumario: en el artículo 1 se determina el objeto de la 
ley; el artículo 2 recoge su naturaleza jurídica; el artículo 3 indica su adscripción y 
sede; el artículo 4 tiene por objeto su ámbito subjetivo, y el artículo 5 regula la 
inscripción en el registro de agentes de cooperación al desarrollo. 
 

El capítulo II, “Estructura y Funcionamiento del Registro”, se compone de 
cinco artículos: el artículo 6 recoge la estructura del registro; el artículo 7 
describe las funciones del registro; el artículo 8 hace referencia a los medios de 
publicidad; el artículo 9 regula el contenido de las inscripciones; y, por último, 
el artículo 10 determina la constitución de un archivo anejo al registro. 
 

El capítulo III, “Procedimiento de inscripción”, contiene siete artículos: el 
artículo 11 regula la solicitud de inscripción; el artículo 12 menciona la 
documentación necesaria para la primera inscripción; el artículo 13 tiene por 
objeto la denegación de inscripción; el artículo 14 se refiere a la modificación 
de los datos inscritos; el artículo 15 a la cancelación de la inscripción; el artículo 
16 alude a la tramitación; y el artículo 17 contiene la resolución de los 
procedimientos de inscripción, modificación y cancelación. 
 

El capítulo IV, “Otras disposiciones”, consta de un único artículo, artículo 
18, que regula las relaciones con el registro de organizaciones no 
gubernamentales de desarrollo de la Agencia Española de Cooperación 
Internacional y otros registros creados con idéntica finalidad por otras 
Comunidades Autónomas. 
 

La disposición final primera faculta al titular de la consejería competente 
en materia de cooperación al desarrollo, para dictar cuantas disposiciones sean 
necesarias en orden al desarrollo de este decreto y, en particular, para la 
actualización de los modelos que se incluyen en el Anexo del mismo. 
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La disposición final segunda establece que el Registro de Agentes de 
Cooperación al Desarrollo de Castilla y León entrará en funcionamiento a los 
seis meses desde la entrada en vigor del decreto. 

 
La disposición final tercera dispone que el decreto entrará en vigor al 

mes de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León. 
 

 2.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al proyecto de decreto, además de un 
índice de los documentos que lo conforman, figuran los siguientes: 
 

 - Marco normativo y disposiciones afectadas por el futuro decreto 
por el que se regula el Registro de Agentes de Cooperación al Desarrollo de 
Castilla y León. Respecto a las disposiciones afectadas, se especifica que no 
afecta a ninguna disposición actualmente en vigor. 
 

 - Informe sobre la necesidad y oportunidad de la futura norma, en 
el que se exponen las razones de su necesidad y conveniencia. 
 

 - Estudio económico -bajo la definición de memoria económica-, 
en el que se expresa que “del contenido del proyecto no se puede deducir la 
existencia de un coste directo derivado de la aprobación, en su caso, del 
decreto, ni comporta ningún incremento específico del gasto. 

 
  »En todo caso, el incremento del gasto puede derivar del 

compromiso adoptado en el artículo 33 de la Ley 9/2006, de 10 de octubre, de 
Cooperación al Desarrollo, de acercamiento progresivo al 0,7% de los recursos 
propios de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma en un plazo máximo 
de dos legislaturas, pero dependerá de las decisiones que se vayan adoptando 
en las sucesivas leyes anuales de presupuestos de la Comunidad y de las 
cuantías que pudieran establecerse en sus estados de gastos”. 
 

 - Memoria resumen del contenido del proyecto de decreto. 
 
 - Memoria resumen del proceso de elaboración del proyecto de 

decreto, en el que se hace constar que dicho proyecto ha sido informado 
favorablemente por la Secretaria Permanente del Consejo Regional de Acción 
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Social y por el Consejo de Administración de la Gerencia de Servicios Sociales; y 
que ha sido remitido, en fase de consulta, al Consejo de Castilla y León de 
Cooperación al Desarrollo. 

 
 - Certificado emitido por la Secretaría del Consejo Regional de 

Acción Social de la Comunidad de Castilla y León, relativo a la consulta e 
informe del proyecto de decreto, en el que consta que dicho Consejo informa 
favorablemente el proyecto presentado. 

 
 - Certificado emitido por el Secretario del Consejo de 

Administración de la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y León, respecto 
de la consulta e informe del proyecto de decreto, en el que consta que se 
informa favorablemente. 

 
 - Certificado emitido por el Secretario del Consejo de Cooperación 

al Desarrollo de Castilla y León, en el que consta haber sido informado el 
proyecto de decreto. 

  
 - Sugerencias formuladas al proyecto de decreto por el Servicio de 

Evaluación, Normativa y Procedimiento de la Gerencia de Servicios Sociales. 
 
 - Informes de las distintas Consejerías, realizando observaciones 

al proyecto de decreto remitido. 
 
  - Informe del Servicio de Cooperación al Desarrollo. 
 
  - Informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Interior y 
Justicia. 
 
  - Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 
Comunitarios de la Consejería de Hacienda. 
 

- Texto del proyecto de decreto sometido a consulta. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen.  
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El artículo 33 del Estatuto de Autonomía prevé que el Consejo Consultivo 

de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la Junta y de la 
Administración de la Comunidad, encomendando al legislador autonómico la 
regulación de su composición y competencias. 

 
La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo, en su 

artículo 4.1.d) califica como preceptiva la consulta para el supuesto de 
proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en 
ejecución de las leyes, así como sus modificaciones. 

 
En el presente caso corresponde a la Sección Segunda la competencia 

para emitir el dictamen, según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado 
a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 

de los reglamentos. 
 
El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 

aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 

 
Para el supuesto de los proyectos de decreto se entiende como 

documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, se recoge en el artículo 75.3 del citado texto legal. 

 
Contrastada esta documentación, puede afirmarse que el proyecto 

cumple las exigencias sustanciales de elaboración de disposiciones de carácter 
general, aspecto éste de singular importancia si se tiene en cuenta que el 
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procedimiento, tanto en su aspecto formal como material, opera como una 
garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de las decisiones 
administrativas, que tienen por finalidad integrarse en el ordenamiento jurídico 
autonómico con eficacia. 

 
3ª.- Competencia y rango de la norma proyectada. 

 
El Estatuto de Autonomía de Castilla y León atribuye a la Comunidad 

Autónoma competencia exclusiva en materia de asistencia social, servicios 
sociales y desarrollo comunitario en virtud de lo dispuesto en el artículo 70.1.10º. 
 

En estas materias, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 70.2 de 
nuestro Estatuto de Autonomía, corresponden a la Comunidad las potestades 
legislativa y reglamentaria y la función ejecutiva, incluida la inspección. 
 

De acuerdo con el artículo 26.1.d) de la citada Ley 3/2001, de 3 de julio, 
corresponde a los Consejeros preparar y presentar a la Junta anteproyectos de 
ley, proyectos de decreto y propuestas de acuerdos relativos a las cuestiones 
propias de su Consejería; lo que, puesto en relación con las competencias 
señaladas en los párrafos anteriores, deja claro que la competencia para 
elaborar el citado anteproyecto correspondía a la Consejería de Familia e 
Igualdad de Oportunidades, tal y como aparece señalado en el primer borrador. 
No obstante, en virtud de lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto 2/2007, de 2 
de julio, de reestructuración de Consejerías, la competencia en materia de 
Cooperación al Desarrollo corresponde actualmente a la Consejería de Interior y 
Justicia, la cual ha elaborado el proyecto sometido a consulta. 
 

La Ley 9/2006, de 10 de octubre, de Cooperación al Desarrollo de 
Castilla y León, dedica el capítulo V, a la regulación de los “Agentes de 
cooperación al desarrollo”, estableciendo en el artículo 24 que: “1. Se crea el 
Registro de Agentes de Cooperación al Desarrollo de Castilla y León en el cual 
se pueden inscribir todas las entidades definidas en el artículo 22. 

 
 »2. El Registro de Agentes de Cooperación al Desarrollo de Castilla 

y León tendrá carácter público y el acceso a los datos del mismo se realizará de 
conformidad con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común . 
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 »3. La inscripción en este Registro de Agentes de Cooperación al 
Desarrollo de Castilla y León será requisito imprescindible para que aquellos 
organismos o entidades de nuestra Comunidad, que no sean Administración 
Pública, puedan recibir ayudas de la Administración de Castilla y León. 

 
 »4. Su organización, dependencia y funcionamiento se 

determinará reglamentariamente”. 
 
La disposición transitoria segunda dispone que “la obligatoriedad de la 

inscripción de aquellos organismos o entidades de nuestra Comunidad que no 
sean Administración Pública, contemplada en el apartado 3º del artículo 24 de la 
presente Ley, para poder acceder a las ayudas de la Administración de la Comu-
nidad de Castilla y León, sólo será exigible una vez inicie su actividad tras la 
aprobación de las Disposiciones que regulen su organización y funcionamiento”. 

 
Por otro lado, la disposición final primera de la referida Ley habilita a la 

Junta de Castilla y León para dictar cuantas disposiciones sean necesarias en 
orden al desarrollo de los preceptos de la ley. 

 
En consecuencia, el presente proyecto de decreto desarrolla la Ley 

9/2006, de 10 de octubre, correspondiendo la propuesta de aprobación del 
mismo a la Consejería de Interior y Justicia, de acuerdo con lo previsto en el 
Decreto 2/2007, de 12 de julio, del Presidente de la Junta de Castilla y León, de 
reestructuración de Consejerías, tal como se dispone en el Decreto 70/2007, de 
12 de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 
Interior y Justicia. 

 
Por tanto, el rango de la norma (decreto) es el adecuado, habida cuenta 

de que se trata de una disposición de carácter general, dictada en desarrollo de 
una Ley, en el ejercicio de las competencias que, en materia de cooperación al 
desarrollo, corresponden a la Comunidad de Castilla y León. 

 
4ª.- Observaciones en cuanto al fondo. 
 
Los reglamentos ejecutivos, como es el caso del proyecto sometido a 

dictamen, se definen jurisprudencialmente (Sentencias del Tribunal Supremo de 
24 de julio de 2003 y 27 de mayo de 2002, entre otras) como aquellos que “de 
forma total o parcial completan, desarrollan, pormenorizan, aplican o 
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complementan una o varias leyes (…) dando cabida a los Reglamentos que 
ejecutan habilitaciones legales, con independencia de cualquier desarrollo 
material”. 

 
Es, por tanto, preceptivo el dictamen sobre el mismo, diferenciándose así 

de los que no requieren dicho dictamen, que son los reglamentos 
independientes o de carácter organizativo: “son aquellos de organización 
interna mediante los cuales una Administración organiza libremente sus 
órganos y servicios” (Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 2002), 
regulando materias no comprendidas en el ámbito de las reserva de ley.  

 
Como ha quedado expuesto anteriormente, el proyecto de decreto 

sometido a dictamen supone el desarrollo de la Ley 9/2006, de 10 de octubre, 
de Cooperación al Desarrollo de Castilla y León y, en concreto, de la previsión 
contenida en su artículo 24. 
 

5ª.- Observaciones al articulado. 
 

Preámbulo.- 
 

Respecto a su preámbulo, ha de recordarse que, como es sobradamente 
conocido, esta parte expositiva ha de facilitar, con la adecuada concisión, la 
comprensión del objetivo de la norma, aludiendo a sus antecedentes y al título 
competencial en cuyo ejercicio se dicta, ayudando a advertir las innovaciones 
que introduce, con la aclaración de su contenido -si ello es preciso- para la 
comprensión del texto. 
 

Como ha indicado el Consejo de Estado (Dictamen 4.078/1996, de 5 de 
diciembre), el preámbulo “puede cumplir una importante función en la 
motivación del ejercicio de una potestad discrecional como es la reglamentaria, 
y puede contribuir además al control judicial de los reglamentos que resulta del 
art. 106.1 de la Constitución, en especial, desde la perspectiva del principio de 
interdicción de la arbitrariedad de los Poderes Públicos consagrado en el art. 
9.3 de la Constitución”. 
 

Los preámbulos de las disposiciones generales, cualquiera que sea su 
calificación, si bien carecen de valor normativo, son elementos a tener en cuenta 
en la interpretación de las leyes por el valor que a tal efecto tienen, según 
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advierte el artículo 3 del Código Civil (Sentencias del Tribunal Constitucional 
36/1981 y 150/1990), criterio que ha de ponerse de nuevo de manifiesto. Así, el 
preámbulo debe ser expresivo y ha de contribuir a poner de relieve el espíritu y 
la finalidad de la disposición respecto a cuanto se regula en su texto articulado 
para contribuir a su mejor interpretación y subsiguiente aplicación. 
 

En el supuesto que nos ocupa, el contenido del preámbulo satisface el 
mínimo imprescindible, ya que en él, tras citar sus antecedentes y referirse al 
título competencial en cuyo ejercicio se dicta, se reseña de manera concisa 
tanto el objetivo que persigue la norma como algunos de los principales 
aspectos de su regulación. 
 

Sin embargo, en el preámbulo del proyecto de decreto se alude al 
“Estatuto de Autonomía de Castilla y León reformado por la Ley Orgánica 
14/2007, de 30 de noviembre”, cuando resultaría más conveniente que, 
simplemente, se aludiera al Estatuto de Autonomía de Castilla y León. 
 

Artículo 2.- Naturaleza. 
 
 El citado artículo se limita a señalar que el registro de agentes de 
cooperación al desarrollo tiene un carácter público. Resultaría más correcto 
que, por razones técnico-jurídicas, se eliminase el artículo indeterminado “un”, 
cuya inclusión no aparece justificada en la redacción del citado artículo. 
 

Artículo 4.- Ámbito subjetivo. 
 

Tal y como señala la Consejería de Interior y Justicia, el segundo 
apartado del citado artículo resulta innecesario, puesto que las comunidades 
castellanas y leonesas asentadas en el exterior tienen la consideración de 
agentes de cooperación al desarrollo. 
 

Se justifica la inclusión de dicho apartado, en el informe sobre las 
alegaciones formuladas por las distintas Consejerías al proyecto de decreto, en 
el hecho de tratar de evitar una confusión del registro de agentes de 
cooperación al desarrollo, con el registro previsto en la ley reguladora de las 
comunidades Castellano-Leonesas asentadas fuera del territorio de la 
Comunidad de Castilla y León. La Ley 5/1986, de 30 de mayo, de Comunidades 
Castellano-Leonesas asentadas fuera del territorio de la Comunidad de Castilla y 
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León, trata de fomentar el asociacionismo de los castellano-leoneses fuera de la 
Comunidad, facilitando la creación de auténticas comunidades que sirvan de 
cauce de unión con Castilla y León. El artículo 15 de la citada Ley creaba el 
Registro de Comunidades Castellano-Leonesas, señalando el artículo 5 del 
Decreto 224/1988, de 1 de diciembre, por el que se regula la estructura del 
Registro de las comunidades castellano-leonesas asentadas fuera del territorio 
de la Comunidad de Castilla y León, que “El reconocimiento como comunidad 
castellano-leonesa asentada fuera de la Comunidad y posterior inscripción en el 
Registro, serán condiciones necesarias para obtención de subvenciones y otras 
ayudas que puedan otorgarse por los órganos dependientes de la Junta de 
Castilla y León”. 
 
 No obstante, se considera innecesaria la inclusión de dicho apartado, en 
orden a evitar la confusión señalada, puesto que la previsión de la 
obligatoriedad de la inscripción -a los efectos de la concesión de ayudas o 
subvenciones para la cooperación al desarrollo- ya venía establecida en la Ley 
9/2006, de 10 de octubre. El artículo 24 de esta Ley señala que “se crea el 
Registro de Agentes de Cooperación al Desarrollo de Castilla y León en el cual 
se pueden inscribir todas las entidades definidas en el artículo 22”, 
recogiéndose (en este último artículo) las comunidades castellano leonesas 
asentadas fuera del territorio. Además, la mención expresa a las comunidades 
castellano leonesas asentadas fuera del territorio de la Comunidad de Castilla y 
León, en este proyecto de decreto que regula el registro de agentes de 
cooperación al desarrollo, no implica que se evite la mencionada confusión, 
cuando dicho apartado simplemente indica que igualmente podrán inscribirse 
en el citado registro (de agentes de cooperación al desarrollo), en el marco de 
lo dispuesto en la Ley 5/1986, de 30 de mayo. 
 

Artículo 5. Inscripción en el Registro de Agentes de Cooperación 
al Desarrollo. 
 

En el apartado primero, siguiendo la técnica empleada en la Ley 9/2006, 
de 10 de octubre, debe sustituirse la conjunción copulativa “y” por la disyuntiva 
“o”, respecto a los organismos o entidades de nuestra comunidad.  

 
También resultaría conveniente sustituir en la redacción del citado 

artículo “(...) puedan recibir ayudas de la administración (…)” por “(...) puedan 
recibir ayudas o subvenciones destinadas a la cooperación al desarrollo”. 
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Articulo 9. Contenido de las inscripciones. 
 

El apartado 2 indica que “La Sección Segunda del Registro, para cada 
uno de los agentes objeto de inscripción tendrá el siguiente contenido (…)”. Sin 
embargo, en puridad, no es preciso que la Sección Segunda necesariamente 
tenga el mismo contenido para cada uno de los agentes, considerándose más 
correcto establecer que en la sección segunda, para cada uno de los agentes 
objeto de inscripción, podrán anotarse los siguientes datos, o se inscribirán los 
siguientes datos. 
 
 Según el apartado 3, en la primera inscripción en la Sección Segunda 
han de constar la identificación y autorización del encargado del registro. Dicho 
encargado será quien calificará los documentos presentados y el responsable, 
en su caso, de la legalidad de los documentos que se presenten y demás 
circunstancias necesarias para la inscripción. 
 
 La previsión de un encargado del registro aparece, en el ámbito estatal, en 
el Reglamento del Registro de Organizaciones no Gubernamentales de Desarrollo 
adscrito a la Agencia Española de Cooperación Internacional, aprobado por el Real 
Decreto 993/1999, de 11 de junio. También aparece en las regulaciones que 
efectúan de los registros las Comunidades Autónomas, entre otros, en el Decreto 
172/2005, de 19 de julio, por el que se regula el Consejo Andaluz de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, la Comisión de Cooperación para el Desarrollo y el 
Registro de Agentes de la Cooperación Internacional para el Desarrollo. 
 

Artículo 12. Documentación necesaria para la primera inscripción. 
 

El presente artículo, en su apartado 1, señala que “Para la obtención de la 
primera inscripción registral las organizaciones no gubernamentales para el 
desarrollo, así como el resto de los agentes de cooperación al desarrollo de Castilla 
y León, en atención a lo que resulte procedente según su naturaleza jurídica y sus 
peculiaridades, deberán presentar solicitud del representante legal de la entidad 
acompañada de la siguiente documentación (…)”. Por razones técnico-jurídicas, 
debería hacerse referencia al “representante de la entidad” o, en su caso, elimi-
narse la mención que se efectúa respecto “del representante legal de la entidad”. 
 
 En el apartado 2 resultaría conveniente sustituir el término “fotocopia” 
por “copia”. 
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 Artículo 14. Modificación de los datos inscritos. 
 

En el apartado 1 debería sustituirse la expresión “para lo cual deberán 
presentar los documentos justificativos de la modificación que se pretenda”, por 
“para lo cual deberán presentar los documentos justificativos de la modificación 
producida”, toda vez que lo que refleja el registro es la realidad jurídica extra-
registral y lo que se presenta son los documentos justificativos de la modificación. 

 
Artículo 15. Cancelación de la inscripción. 
 
Debería mejorarse la redacción del apartado 1, letra b), pues la Ley 

9/2006, de 10 de octubre, no recoge los requisitos exigidos para la inscripción, 
sino los requisitos que deben reunir, a los efectos previstos en la ley, las 
entidades mencionadas en el artículo 22. 

 
Artículo 16. Tramitación. 
 
El citado artículo recoge, casi con total literalidad, lo preceptuado en el 

apartado 1 del artículo 71 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, respecto a la 
subsanación de las solicitudes. Debería modificarse la denominación del citado 
artículo, pues a lo que se está refiriendo no es a la tramitación, con el carácter 
general que dicho término presenta, sino solamente a la tramitación relativa a 
la subsanación. 

 
6ª.- Consideración de derecho transitorio. 
 
Dado que el Registro de Agentes de Cooperación al Desarrollo de Castilla 

y León se crea por la citada Ley 9/2006, de 10 de octubre, y el proyecto de 
decreto establece las bases para su funcionamiento práctico, en el caso de que 
-a la fecha de su entrada en vigor- se hubieran realizado ya actuaciones 
relacionadas con el mencionado registro, debería incluirse alguna norma de 
derecho transitorio referida a las situaciones preexistentes, con el fin de 
amparar y proteger tales situaciones jurídicas. 

 
7ª.- Consideraciones de técnica normativa. 

 
De acuerdo con lo dispuesto en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 

de julio de 2005, por el que se aprueban las directrices de técnica normativa, los 
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criterios orientadores básicos en la redacción de un artículo son: cada artículo, un 
tema; cada párrafo, un enunciado; cada enunciado, una idea. Además, en cuanto 
a su extensión, los artículos no deben ser excesivamente largos. Cada artículo 
debe recoger un precepto, mandato, instrucción o regla, o varios de ellos 
siempre que respondan a una misma unidad temática; en este sentido sería 
conveniente dividir el artículo 9, dada la extensión y contenido del mismo.  

 
Las citas de leyes deben incluir el título completo de la norma: tipo 

(completo), número y año (con los cuatro dígitos), separados por una barra 
inclinada, fecha y nombre. Tanto la fecha de la disposición como su nombre 
deben escribirse entre comas. La primera cita, tanto en la parte expositiva como 
en la parte dispositiva, debe realizarse completa, pudiendo abreviarse en las 
demás ocasiones señalando únicamente tipo, número y año, en su caso, y fecha.  

 
Sería conveniente realizar una revisión generalizada del texto con el fin 

de mejorar su redacción, subsanando posibles errores. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Consideradas las observaciones formuladas, puede elevarse a la Junta de 
Castilla y León para su aprobación el proyecto de decreto de Registro de 
Agentes de Cooperación al Desarrollo de Castilla y León. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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